
Como una virtual 
segunda ley de amnistía que, 
en definitiva, favorece a 
quienes participaron en 
violaciones a los derechos hu­
manos en lugar de buscar una 
solución justa al problema de 
los derechos humanos, como 
era la idea primigenia, fue cali­
ficado el acuerdo-marco logra­
do en materia de reforma pe­
nal. 

El consenso alcanzado 
la semana pasada en torno-a 
un texto que, no por casua­
lidad, ha sido "evaluado posi­
tivamente por la derecha", 
corno han destacado ciertos 
diarios santiaguinos, ha ge­
nerado asimismo, un entusias­
mo más moderado en sectores 
de la concertación. 

"No estoy contento", 
expresó enfáticamente el 
diputado Andrés Aylwln, 
.quien puntualizó que nunca 
pensó "que se fuera a ligar el 
problema de los presos políti­
cos con el de los derechos hu­
manos". 

Aylwin, presidente de la 
Comisión de Legislación y Jus­
ticia de la Cámara de Diputa­
dos se mostró, asimismo, con­
fiado en que los partidos con­
sulten a los interesados entre 
los que incluyó a los presos po­
líticos y a los familiares y vícti­
mas de las violaciones. 

El acuerdo aparece así, 
por decir lo menos unilateral, 
ya que no sólo no favorece las 
demandas de los chilenos que 
aún permanecen encarcela­
dos, sino que no ha tomado en 
cuenta, en ninguna de las fases 
de discusión, su opinión. 

Ello explica en parte la 
alarma que ha provocado entre 
los organismos de derechos 
humanos, entre los que desta­
ca la enérgica protesta de la 
Agrupación de Abogados de 
Presos Políticos. 

"No sólo no habrá liber­
tad para ellos sino que se cie-
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Violadores de derech-os humanos, los más favorecidos ChileduranteelrégimendePl-
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nochet. 

A U E R D M A R Este tratado establece 
1 claramente que tocio estado 

· 1 parte debe velar porque los ac-
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rran las puertas para la verdad 
y la justicia", indicó Alfonso 
lnzunza. 

A juicio de los pro­
fesionales el acuerdo no sólo 
constituye un retraso en la 
solución al problema de los 
derechos humanos sino que, 
más grave que eso, transgrede 
el propio programa de la 
concertación en esta materia. 

Puntos dé contro­
versia 

La propuesta cqn~mpla 
la rebaja en dos grados de las 
penas de los delitos cometidos 
por agentes del estado con an­
terioridad al 11 de marzo de 
1990, lo que en la práctica se 
traduce en una amnistía encu­
bierta que se agrega a la decre­
tada en 1978 y que extingue de 
responsabilidad penal delitos 
como el secuestro y homicidio 
perpetrados entre el 11 de sep­
tiembre de 1973 y el 1 O de mar­
zo de 1978. Cuenta de estos 
atroces delitos, dan las osa­
mentas encontradas reciente­
mente en Pisagua. 

En torno al secuestro 
con resultado de homicidio 
que, de acuerdo al artículo 141 
del código penal es sancionado 
con presidio mayor en su grado 
máximo a cadena perpetua, se 
rebajaría a presidio menor en 
su grado mínimo, es decir de 
tres anos y un día a cinco anos. 
En esta calificación podría in­
cluirse, el caso de los degolla­
dos. 

La pena rebajada en dos 
grados en el caso de secuestro 
agravado permanente -de los 
detenidos desaparecidos­
podría ser sancionado de 
concretarse el acuerdo con u na 
pena de 541 días a tres anos. 

El caso más grave lo 
constituyen los delitos de vio­
lencias innecesarias con resul­
tado de muerte, caso típico en 
que el detenido muere produc­
to de las torturas. El artículo 
330 del código de justicia mili­
tar indica para estos crímenes 

Carlos Margotta, de la Agrupación de Abogados de Presos Polftlcos 

una pena de presidio mayor en 
sus grados mínimos a medio (5 
anosyundíaa 15anos). La ac­
tual propuesta las rebajaría de 
60 a 540 días. 

En cuanto a la aplicación 
de tormentos con resultado de 
muerte, que hoy debiera san­
cionarse con presidio o reclu­

. sión menor en su grado máxi-
mo (3 anos y un día a cinco 
anos), se rebajaría de 41 a 60 
días, es decir, prácticamente 
una multa. 

Acuerdo 
lnconstltuclonal 

A juicio de los abogados, 
un acuerdo de este tipo traduci­
do en ley, adquiriría claramen-

te, un carácter inconstitucional, 
ya que se estaría transgredien­
do el artículo quinto de la cons­
titución vigente, reformado en 
el plebiscito de 1989. "Allí se 
estableció claramente que era 
deber de los órganos del esta­
do respetar y promover los de­
rechos garantizados por la car­
ta fundamental, así como los 
tratados internacionales ratifi­
cados por Chile y actualmente 
vigentes", indicó Carlos Mar­
gotta. 

Cabe senalar que a la fe­
cha ya se encontraba en vigen­
cia tanto el pacto de derechos 
civiles y políticos, que prohibe 
la tortura, como la Convención 
Internacional contra la Tortura. 
Esta última fue suscrita por 

castigados con las penas ade-
cuadas a su gravedad. "Esto 
implica una obligación de ca­
rácter perentorio que asume el 
estado tendiente a sancionar 
este delito y por tanto, su impu­
nidad implica un grave incum­
plimiento", puntualiza Mar-
gotta. 

Cabe recordar que la tor­
tura, considerado crimen de le­
sa humanidad, pos~e carácter 
de delito inamnistiable e im­
prescriptible. 

Los presos políticos, 
principales afectados con este 
acuerdo, han expresado re­
chazo, a la vez que insisten que 
su libertad no está sujeta a la 
impunidad de los violadores a 
los derechos humanos. 

"No podemos colocar en 
el mismo plano el problema de 
los presos y el de quienes co­
metieron crímenes; así lo ha 
concluido el programa de la 
concertación y así lo ha estima­
do el gobierno a través de la ini­
ciativa del proyecto Cumplido 
que tenía como principal objeto 
resolver el problema de los de­
tenidos políticos", indicó por su 
parte el abogado Alberto Es~­
plnoza. Sin embargo, secto­
res políticos interesados en no 
dar cumplimiento a la necesa­
ria verdad y justicia respectó a 
los crímenes cometidos duran­
te la dictadura, han pretendido 
al calor de esta discusión, ama­
rrar a un compromiso de carác­
ter político, con el claro objetivo 
de asegurar la impunidad. 

Pese al retraso que este 
acuerdo implica, la batalla aún 

· no está perdida del tocio. Fue el 
propio presidente Aylwln, en 
su discurso ante el senado el 
pasado 21 de mayo quien 
expresó claramente que se 
impondrán la verdad y la 
justicia. En este planteamiento 
se basan los sectores que hoy 
reclaman que Aylwin haga uso 
d~ su autoridad. Papel 
fundamental les cabe, asimis­
mo, a los partidos de la concer­
tación, en los que la mayoría 
del país depositó un voto de 
confianza que les otorgó el 
triunfo. Hoy deben saldar una 
deuda. 
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